
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PLANEACIÓN, 

SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARTHA ELENA GARCÍA GÓMEZ E INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La suscrita, diputada Martha Elena García Gómez, y las diputadas y los diputados del Grupo Parlamentario 

Partido Acción Nacional de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en 

el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los 

artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás disposiciones aplicables, 

someto a consideración de esta honorable soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforman diversas disposiciones de la Ley de Planeación en materia de niñez y adolescencia, de conformidad 

con la siguiente 

Exposición de Motivos 

La planeación es una pieza fundamental para desarrollar las actividades de la administración pública. 

El apartado A del artículo 26 de la Carta Magna establece que el Estado organizará un sistema de planeación 

democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 

crecimiento de la economía con el fin de alcanzar la independencia y la democratización política, social y 

cultural de la nación. 

Señala también, que los objetivos de la planeación democrática y deliberativa estarán sujetos a los fines del 

proyecto nacional contenidos en la Constitución. Que mediante los mecanismos de participación que establezca 

la ley en la materia, se recogerán las aspiraciones y demandas de la sociedad, para incorporarlas al Plan 

Nacional de Desarrollo y los programas afines. Además, que al Plan Nacional se sujetarán obligatoriamente los 

programas de la Administración Pública Federal. 

En este tenor, la Ley de Planeación vigente, tiene por objeto establecer —artículo 1— las normas y principios 

básicos conforme a los cuales se llevará a cabo la planeación nacional del desarrollo y a la cual se ceñirán las 

actividades de la administración pública federal; las bases de integración y funcionamiento del Sistema 

Nacional de Planeación Democrática, y para que el Ejecutivo federal coordine sus actividades de planeación 

con las entidades federativas; asimismo, las bases para promover y garantizar la participación democrática de 

los diversos grupos sociales en la elaboración del Plan y los programas derivados. 

Por otro lado, la planeación de acuerdo con el artículo 2, es un medio para el eficaz desempeño de la 

responsabilidad del Estado sobre el desarrollo integral y sustentable del país y deberá tender a la consecución de 

los fines y objetivos políticos, sociales, culturales y económicos contenidos en la Constitución General. 

Uno de los principios en los que se basa la planeación es la preservación y perfeccionamiento del régimen 

democrático, republicano, federal y representativo que la carta magna establece; y la consolidación de la 

democracia como sistema de vida, fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del 

pueblo, impulsando su participación activa en la planeación y ejecución de las actividades del gobierno (artículo 

2 fracción II) 

Otros de los principios de la planeación es la consecución de la igualdad de derechos entre mujeres y hombres, 

la atención de las necesidades básicas de la población y la mejoría, en todos los aspectos de la calidad de vida, 

para lograr una sociedad más igualitaria, garantizando un ambiente adecuado para el desarrollo de la población. 



 
  

De lo anterior, podemos derivar que en la planeación nacional concurren las voluntades de los diversos grupos 

sociales en un ejercicio de participación democrática que se traduce en la enunciación de planes y programas, 

que propicien el desarrollo nacional. 

Es así, que el Plan Nacional de Desarrollo constituye un compromiso con la ciudadanía, por lo que también 

deben ser incluidas de manera expresa las necesidades de niñas, niños y adolescentes, su atención, y la 

observancia primordial del principio del interés superior de la niñez. 

La anterior premisa tiene sustento en las reformas constitucionales de 2011, que abrieron paso al enfoque de 

derechos humanos en México; el artículo primero, y la inclusión del interés superior de la niñez en el artículo 

cuarto, deriva que nuestro país adquiere responsabilidades para diseñar una legislación que proteja, promueva y 

garantice los derechos económicos, sociales, culturales, civiles, políticos de niñas, niños y adolescentes. 

Consecuencia de ello, se dio la publicación de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

en el 2014, la cual cuenta con un nuevo marco jurídico garantista, bajo los criterios de la Convención sobre los 

Derechos del Niño y es considerada por el Comité de los Derechos del Niño como una ley de avanzada. 

Es importante resaltar que la referida legislación crea por primera vez el Sistema Nacional de Protección 

Integral como instrumento que se encarga de determinar la rectoría en el tema de los derechos de la niñez y 

coordina de manera efectiva a las instancias y mecanismos en los tres órdenes de gobierno, orientados a 

promover, proteger y garantizar sus derechos. 

Al respecto, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, mandata que: 

• Las autoridades deberán garantizar un enfoque integral, transversal y con perspectiva de derechos 

humanos en el diseño y la instrumentación de políticas y programas de gobierno, así como establecer los 

mecanismos de la evaluación de la implementación de políticas, programas gubernamentales, legislación y 

compromisos internacionales contraídos (artículo 2). 

• Que el interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones 

que involucre niñas, niños y adolescentes (artículo 2). 

• Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños o adolescentes, en lo individual o colectivo, se 

deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar su interés superior y sus 

garantías procesales (artículo 2). 

• Que la federación, las entidades federativas, los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, concurrirán en el cumplimiento del objeto de esta ley, para el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de políticas públicas en materia de ejercicio, respeto, protección y 

promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como para garantizar su máximo bienestar 

posible privilegiando su interés superior a través de medidas estructurales, legales, administrativas y 

presupuestales (artículo 3). 

• Que en todas las medidas concernientes a niñas, niños y adolescentes que tomen los órganos 

jurisdiccionales, autoridades administrativas y órganos legislativos, se tomará en cuenta, como consideración 

primordial, el interés superior de la niñez (artículo 18). 

• Las políticas públicas emprendidas por dichas autoridades garantizarán el ejercicio de los derechos de niñas, 

niños y adolescentes, para lo cual deberán observar el interés superior de la niñez y asegurar la asignación 

prioritaria de recursos en términos de las disposiciones aplicables (artículo 114). 



 
  

• Que el Sistema Nacional de Protección Integral tendrá como atribuciones, en materia de planeación, de 

acuerdo con artículo 125: 

• Impulsar la incorporación de la perspectiva de derechos de niñas, niños y adolescentes en la planeación 

nacional del desarrollo. 

• Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y adolescentes en la elaboración 

de programas, así como en las políticas y acciones de las dependencias y entidades de la administración 

pública federal. 

• Aprobar, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo, el Programa Nacional. 

• Hacer efectiva la concurrencia, vinculación y congruencia de los programas y acciones de los gobiernos 

federal, de las entidades federativas, de los municipios y de las demarcaciones territoriales del Distrito 

Federal, con los objetivos, estrategias y prioridades de la política pública nacional de protección de los 

derechos de niñas, niños y adolescentes. 

• Conformar un sistema de información a nivel nacional, con el objeto de contar con datos desagregados que 

permitan monitorear los progresos alcanzados en el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes en el país, incluyendo indicadores cualitativos y cuantitativos. 

Que los Sistemas Locales de Protección —artículo 137—, tendrán la obligación de: 

• Instrumentar y articular sus políticas públicas en concordancia con la política nacional. 

• Las reformas, así, deben ser consideradas como un ejercicio de armonización legislativa 

• Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y adolescentes en la elaboración 

de programas sectoriales o, en su caso, institucionales específicos, así como en las políticas y acciones de las 

dependencias y entidades de la administración pública local. 

• Participar en la elaboración del Programa Nacional. 

Asimismo, los principios rectores para efectos del artículo 2 de la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes son, entre otros: 

• El interés superior de la niñez 

• La transversalidad en la legislación, políticas públicas, actividades administrativas económicas y culturales 

• La igualdad sustantiva 

En lo que concierne al marco internacional, respecto a las obligaciones contraídas por el Estado Mexicano, 

figura la Convención sobre los Derechos del Niño, que compromete a los Estados parte a adoptar las medidas 

necesarias para dar efectividad a todos los derechos reconocidos en la convención. 

En particular, en el artículo tres, en relación con un principio esencial, se establece que en todas las medidas 

concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 

autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 

interés superior del niño. 



 
  

Más aún, en el artículo subsecuente se dispone que los Estados parte adopten todas las medidas administrativas, 

legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. 

En las Observaciones finales emitidas por el Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las 

Naciones Unidas, respecto al III Informe de México sobre Niñez (2006) y en relación con el interés superior del 

niño, señaló: 

El interés superior del niño 

25. Al Comité le preocupa que en la legislación y las políticas nacionales no se preste la debida atención al 

principio del interés superior del niño y que la población tenga escasa conciencia de la importancia de ese 

principio. 

26. El Comité recomienda que el Estado parte adopte medidas para sensibilizar a la población acerca del 

significado y la importancia de aplicar el principio del interés superior del niño y vele por que el artículo 3 de 

la Convención esté debidamente reflejado en sus medidas legislativas y administrativas, como las 

relacionadas con la asignación de los recursos públicos. 

Recientemente, a partir de la presentación por parte de México del Cuarto y Quinto Informe consolidado sobre 

el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño, y su examen, el Comité expresó que aunque se 

resalta el reconocimiento constitucional al derecho de niñas y niños de que su interés superior sea tenido en 

cuenta como consideración primordial, el Comité está preocupado por los informes en los que se menciona que 

este derecho no se aplica en la práctica de manera consistente, por lo que recomendó al Estado mexicano 

incorporado y aplicado en los ámbitos de los tres poderes: 

20. A la luz de su observación general No.14 (2013), sobre el derecho del niño a que su interés superior sea 

una consideración primordial, el Comité recomienda al Estado parte que redoble sus esfuerzos para velar 

porque ese derecho sea debidamente integrado y consistentemente aplicado en todos los procedimientos 

y decisiones de carácter legislativo, administrativo y judicial, así como en todas las políticas, programas 

y proyectos, que tengan pertinencia para los niños y los afecten. Se alienta al Estado parte a que elabore 

criterios para ayudar a todas las autoridades competentes a determinar el interés superior del niño en todas las 

esferas y a darle la debida importancia como consideración primordial. 

Por todo lo expuesto, se propone reformar la Ley de Planeación a fin de retomar las reformas constitucionales 

de 2011 y armonizarla con la Ley General de Niñez publicada en diciembre de 2014, y atendiendo lo dispuesto 

por la Convención sobre los Derechos del Niño, y las observaciones generales relativas al principio señalado. 

La incorporación del principio del interés superior de la niñez como uno de los principios rectores de la 

planeación democrática nacional permitirá salvaguardar los derechos de niñas, niños y adolescentes, a la par 

que se generarán los indicadores cualitativos y cuantitativos que posibiliten la evaluación de los planes, 

programas y acciones derivadas de las políticas nacionales formuladas. 

Luego entonces, si bien la Ley actual de Planeación establece entre las atribuciones de la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público que la elaboración del Plan de Desarrollo, se deberá tomar en cuenta la perspectiva de género, 

es importante señalar que la Secretaría ya ha iniciado la transversalización del enfoque para la igualdad entre 

mujeres y hombres en los presupuestos públicos, ya que la transversalización se refiere “al proceso que permite 

garantizar la incorporación de la perspectiva de género con el objetivo de valorar las implicaciones que tiene 

para las mujeres y los hombres cualquier acción que se programa, tratándose de legislación, políticas públicas, 

actividades administrativas, económicas y culturales en las instituciones públicas, actividades administrativas, 



 
  

económicas y culturales en las instituciones públicas y privadas” –artículo 5, fracción VII, de la Ley General 

para la Igualdad entre Mujeres y Hombres–. 

La propuesta para reformar la Ley de Planeación, a fin de establecer que la Secretaría de Hacienda, al elaborar 

el Plan Nacional de Desarrollo, considere la igualdad entre mujeres y hombres y el interés superior de la niñez 

como enfoques transversales, es coherente con la atribución del El Sistema Nacional de Protección Integral 

de garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y adolescentes en la 

elaboración de programas, así como en las políticas y acciones de las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, y porque le corresponde aprobar, en el marco del Plan Nacional de 

Desarrollo, el Programa Nacional. 

La enmienda es armónica con la fracción III del artículo 2 que estipula: la igualdad de derechos entre mujeres 

y hombres, la atención de las necesidades básicas de la población y la mejoría, en todos los aspectos de la 

calidad de la vida, para lograr una sociedad más igualitaria, garantizando un ambiente adecuado para el 

desarrollo de la población. 

Se plantea, entonces, la incorporación de los principios de igualdad de género, y del interés superior de la niñez 

como enfoques transversales en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo; la promoción de indicadores 

que faciliten diagnosticar el impacto de los programas y su evaluación, y facultar a la Secretaría de Hacienda 

para coordinar la inclusión de los enfoques transversales en el plan nacional. 

Asimismo, se plantean reformas para que los secretarios de Estado informen anualmente al Congreso de la 

Unión acerca de los impactos diferenciados —de la aplicación de los instrumentos de política económica, 

social, ambiental y cultural en función de los objetivos de la planeación nacional— que generen en niñas, niños 

y adolescentes, está directamente relacionada con objetivos de la evaluación para medir la efectividad de 

políticas, programas y acciones en la materia, y con la atribución del Sistema Nacional de Protección Integral 

para conformar un sistema nacional de información, con el objeto de contar con datos desagregados que 

permitan monitorear los progresos alcanzados en el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes en el país, incluyendo indicadores cualitativos y cuantitativos, como se establece en la fracción 

XV del artículo 125 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

La propuesta de modificación que se plantea del primer párrafo del artículo 9 de la multicitada Ley de 

Planeación, a efecto de que las dependencias de la administración pública centralizada planeen y conduzcan sus 

actividades no sólo con perspectiva de género y con sujeción a los objetivos y prioridades de la planeación 

nacional de desarrollo, sino observando el interés superior de la niñez —para cumplir con la obligación del 

Estado de garantizar que éste sea equitativo, integral y sustentable–, tiene como antecedente el que este 

principio forme parte del texto constitucional, artículo 4, el cual dispone que tal principio guiará el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 

En suma, luego de sendas reformas como la constitucional en materia de derechos humanos, en 2011; la adición 

de la fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución; la expedición de la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes, en 2014, junto con los compromisos adquiridos por el Estado mexicano en lo 

concerniente a la igualdad de género y derechos de la niñez, al ratificar diversas convenciones internacionales, 

el paso natural es, sin duda, insertar en el marco jurídico nacional, en este caso la Ley de Planeación, la 

observancia de los principios señalados. 

Por tanto, se trata de un importante ejercicio de armonización legislativa a nivel federal con repercusiones 

indiscutibles en materia de planeación democrática en los tres niveles de gobierno. 



 
  

Es de suma relevancia que el gobierno entrante tome en consideración que en sus políticas públicas y acciones 

gubernamentales se debe considerar prioritariamente las necesidades en materia de niñez y de adolescencia, 

toda vez que el Estado mexicano está obligado a dar cabal cumplimiento a la Constitución General, la 

LGDNNA y a los tratados internacionales suscritos por nuestro país. 

Los avances en materia de niñez y adolescencia son significativos pues actualmente se cuenta con una 

legislación de avanzada y un Sistema Nacional de Protección Integral presidido por el Presidente de la 

República, situación que posiciona el tema en el más alto nivel de gobierno, por lo que es importante continuar 

en ese sentido y consolidar todas las acciones tendentes a garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Las reformas planteadas en esta iniciativa sin lugar a dudas abonan al proceso de armonización con la 

LGDNNA, un proceso pendiente que debe de culminarse para dar cumplimiento con el régimen transitorio 

planteado en la misma legislación en la materia. 

Por lo expuesto, presento a esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Planeación 

Artículo Único . Se reforman: la fracción IV del artículo 2; el segundo párrafo del artículo 8; el primer párrafo 

del artículo 9; las fracciones II y VIII del artículo 14; las fracciones I y II del artículo 17, y el artículo 27. Se 

adicionan: la fracción VI al artículo 15; un segundo párrafo a la fracción III del artículo 16 de la Ley de 

Planeación, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. (...) 

I a III (...) 

IV. Las obligaciones del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos y los 

principios reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte”; 

V a VIII (...) 

Artículo 8 (...) 

Informarán también sobre el desarrollo y los resultados de la aplicación de los instrumentos de política 

económica, social, ambiental y cultural en función de dichos objetivos y prioridades, precisando el impacto 

específico y diferencial que generen en mujeres, hombres, niñas, niños, adolescentes o cualquier otro grupo 

social que lo requiera. 

(...) 

(...) 

Artículo 9o. Las dependencias y entidades de la administración pública federal deberán planear y conducir sus 

actividades con perspectiva intercultural y de género y observar el principio del interés superior de la 

niñez con sujeción a los objetivos y prioridades de la planeación nacional de desarrollo, a fin de cumplir con la 

obligación del Estado de garantizar que éste sea equitativo, incluyente, integral, sustentable y sostenible 

(...) 



 
  

(...) 

(...) 

Artículo 14 (...) 

I (...) 

II.- Elaborar y someter a consideración del presidente de la República, el proyecto de Plan Nacional de 

Desarrollo, tomando en cuenta las propuestas de las dependencias y entidades de la administración pública 

federal y, en su caso, de los órganos constitucionales autónomos y de los gobiernos de las entidades 

federativas, así como los planteamientos que deriven de los ejercicios de participación social incluyendo a los 

pueblos y comunidades indígenas, así como la igualdad entre hombres y mujeres, el interés superior de 

la niñez con enfoques transversales en términos de la Ley General de los Derechos de Niños, Niñas y 

Adolescentes, y a las personas con discapacidad en términos de la Ley General para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad; 

III a VII (...) 

VIII.- Promover la incorporación de indicadores que faciliten el diagnóstico del impacto de los programas en 

grupos específicos de la población que así lo requieran , distinguiendo por origen étnico, género, edad, 

condición de discapacidad o vulnerabilidad , tipo de localidad, entre otros. 

Artículo 15 (...) 

I a V (...) 

VI.- Coordinar la incorporación de los enfoques transversales en el plan en conjunto con las 

instituciones y/o dependencias que corresponda. 

Artículo 16 (...) 

I a II (...) 

III (...) 

Para los efectos del párrafo anterior, las dependencias de la administración pública federal deberán 

observar en todas sus actuaciones la perspectiva de género y el principio del interés superior de la 

niñez. 

IV a VIII (...) 

Artículo 17 (...) 

I.- Participar en la elaboración de los programas sectoriales, mediante la presentación de las propuestas que 

procedan con relación a sus funciones y objeto observando siempre las variables ambientales, económicas, 

sociales y culturales, desde la perspectiva de género y aquéllas que se requieran para la atención 

integral de niñas, niños y adolescentes que incidan en el desarrollo de éstos; 



 
  

II.- Elaborar sus respectivos programas institucionales, en los términos previstos en esta ley, la Ley Federal 

de las Entidades Paraestatales o, en su caso, por las disposiciones que regulen su organización y 

funcionamiento, atendiendo a las previsiones contenidas en el programa sectorial correspondiente observando 

en lo conducente las variables ambientales, económicas, sociales y culturales desde la perspectiva de género 

y aquéllas que se requieran para la atención integral de niñas, niños y adolescentes respectivas; 

III a VI (...) 

Artículo 27. Para la ejecución del plan y los programas sectoriales, institucionales, regionales y especiales, las 

dependencias y entidades elaborarán sus anteproyectos de presupuestos, considerando los aspectos 

administrativos y de política económica, social, ambiental y cultural desde la perspectiva de género y aquéllas 

que se requieran para la atención integral de niñas, niños y adolescentes correspondientes. 

Transitorios 

Primero . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo . El Ejecutivo federal, en un plazo de 90 días a partir de la entrada en vigor del presente decreto, 

realizará las modificaciones necesarias para la observancia en lo dispuesto en el mismo. 

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, a 3 de octubre de 2019. 

Diputada Martha Elena García Gómez (rúbrica) 

 

 


